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	TÍTULO I
	PRELIMINAR
	Art. 1.- Objeto.- Este Código regula el ejercicio de la función administrativade los organismos que conforman el sector público.
	CAPÍTULO PRIMERO
	PRINCIPIOS GENERALES
	Art. 2.- Aplicación de los principios generales. En esta materia seaplicarán los principios previstos en la Constitución, en los instrumentosinternacionales y en este Código.
	Art. 3.- Principio de eficacia. Las actuaciones administrativas serealizan en función del cumplimiento de los fines previstos paracada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias.
	Art. 4.- Principio de eficiencia. Las actuaciones administrativasaplicarán las medidas que faciliten el ejercicio de los derechos delas personas. Se prohíben las dilaciones o retardos injustificadosy la exigencia de requisitos puramente formales.
	Art. 5.- Principio de calidad. Las administraciones públicas debensatisfacer oportuna y adecuadamente las necesidades y expectativasde las personas, con criterios de objetividad y eficiencia,en el uso de los recursos públicos.
	Art. 6.- Principio de jerarquía. Los organismos que conforman elEstado se estructuran y organizan de manera escalonada. Los órganossuperiores dirigen y controlan la labor de sus subordinadosy resuelven los conflictos entre los mismos.
	Art. 7.- Principio de desconcentración. La función administrativase desarrolla bajo el criterio de distribución objetiva de funciones,privilegia la delegación de la repartición de funciones entre losórganos de una misma administración pública, para descongestionary acercar las administraciones a las personas.
	Art. 8.- Principio de descentralización. Los organismos del Estadopropenden a la instauración de la división objetiva de funciones yla división subjetiva de órganos, entre las diferentes administracionespúblicas.
	Art. 9.- Principio de coordinación. Las administraciones públicasdesarrollan sus competencias de forma racional y ordenada, evitanlas duplicidades y las omisiones.
	Art. 10.- Principio de participación. Las personas deben estar presentese influir en las cuestiones de interés general a través de losmecanismos previstos en el ordenamiento jurídico.
	Art. 11.- Principio de planificación. Las actuaciones administrativasse llevan a cabo sobre la base de la definición de objetivos, ordenaciónde recursos, determinación de métodos y mecanismosde organización.
	Art. 12.- Principio de transparencia. Las personas accederán a lainformación pública y de interés general, a los registros, expedientesy archivos administrativos, en la forma prevista en esteCódigo y la ley.
	Art. 13.- Principio de evaluación. Las administraciones públicasdeben crear y propiciar canales permanentes de evaluación de lasatisfacción de las personas frente al servicio público recibido.
	Art. 14.- Principio de juridicidad. La actuación administrativa sesomete a la Constitución, a los instrumentos internacionales, ala ley, a los principios, a la jurisprudencia aplicable y al presenteCódigo.
	Art. 15.- Principio de responsabilidad. El Estado responderá porlos daños como consecuencia de la falta o deficiencia en la prestaciónde los servicios públicos o las acciones u omisiones de susservidores públicos o los sujetos de derecho privado que actúanen ejercicio de una potestad pública por delegación del Estado ysus dependientes, controlados o contratistas.
	Art. 16.- Principio de proporcionalidad. Las decisiones administrativasse adecúan al fin previsto en el ordenamiento jurídico yse adoptan en un marco del justo equilibrio entre los diferentesintereses. No se limitará el ejercicio de los derechos de las personasa través de la imposición de cargas o gravámenes que resultendesmedidos, en relación con el objetivo previsto en el ordenamientojurídico.
	Art. 17.- Principio de buena fe. Se presume que los servidores públicosy las personas mantienen un comportamiento legal y adecuadoen el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes.


	CAPÍTULO SEGUNDO
	PRINCIPIOS DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA ENRELACIÓN CON LAS PERSONAS
	Art. 18.- Principio de interdicción de la arbitrariedad. Los organismosque conforman el sector público, deberán emitir sus actosconforme a los principios de juridicidad e igualdad y no podránrealizar interpretaciones arbitrarias.
	Art. 19.- Principio de imparcialidad e independencia.
	Art. 20.- Principio de control. Los órganos que conforman el sectorpúblico y entidades públicas competentes velarán por el respetodel principio de juridicidad, sin que esta actividad impliqueafectación o menoscabo en el ejercicio de las competencias asignadasa los órganos y entidades a cargo de los asuntos sometidosa control.
	Art. 21.- Principio de ética y probidad. Los servidores públicos,así como las personas que se relacionan con las administracionespúblicas, actuarán con rectitud, lealtad y honestidad.
	Art. 22.- Principios de seguridad jurídica y confianza legítima.Las administraciones públicas actuarán bajo los criterios de certezay previsibilidad.
	Art. 23.- Principio de racionalidad. La decisión de las administracionespúblicas debe estar motivada.
	Art. 24.- Principio de protección de la intimidad. Las administracionespúblicas, cuando manejen datos personales, deben observary garantizar el derecho a la intimidad personal, familiar y respetarla vida privada de las personas.
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	Art. 25.- Principio de lealtad institucional. Las administracionespúblicas respetarán, entre sí, el ejercicio legítimo de las competenciasy ponderarán los intereses públicos implicados.
	Art. 26.- Principio de corresponsabilidad y complementariedad.Todas las administraciones tienen responsabilidad compartida ygestionarán de manera complementaria, en el marco de sus propiascompetencias, las actuaciones necesarias para hacer efectivoel goce y ejercicio de derechos de las personas y el cumplimientode los objetivos del buen vivir.
	Art. 27.- Principio de subsidiariedad. Las administraciones denivel territorial superior intervendrán cuando los objetivos de laactuación pretendida no puedan ser alcanzados en los nivelesinferiores, con arreglo a los principios de eficacia, eficiencia, efectividady economía.
	Art. 28.- Principio de colaboración. Las administraciones trabajaránde manera coordinada, complementaria y prestándose auxiliomutuo. Acordarán mecanismos de coordinación para la gestiónde sus competencias y el uso eficiente de los recursos.


	CAPÍTULO CUARTO
	PRINCIPIOS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
	Art. 29.- Principio de tipicidad. Son infracciones administrativaslas acciones u omisiones previstas en la ley.
	Art. 30.- Principio de irretroactividad. Los hechos que constituyaninfracción administrativa serán sancionados de conformidadcon lo previsto en las disposiciones vigentes en el momentode producirse.


	CAPÍTULO QUINTO
	DERECHOS DE LAS PERSONAS
	Art. 31.- Derecho fundamental a la buena administración pública.Las personas son titulares del derecho a la buena administraciónpública, que se concreta en la aplicación de la Constitución, losinstrumentos internacionales, la ley y este Código.
	Art. 32.- Derecho de petición. Las personas tienen derecho aformular peticiones, individual o colectivamente, ante las administracionespúblicas y a recibir respuestas motivadas, de formaoportuna.
	Art. 33.- Debido procedimiento administrativo. Las personas tienenderecho a un procedimiento administrativo ajustado a lasprevisiones del ordenamiento jurídico.
	Art. 34.- Acceso a los servicios públicos. Las personas tienenderecho a acceder a los servicios públicos, conocer en detallelos términos de su prestación y formular reclamaciones sobreesta materia.
	Art. 35.- Remoción de los obstáculos en el ejercicio de los derechos.Los servidores públicos responsables de la atención a laspersonas, del impulso de los procedimientos o de la resolución delos asuntos, adoptarán las medidas oportunas para remover losobstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno delos derechos de las personas.
	Art. 36.- Restricciones sobre requisitos formales. Las administracionespúblicas no podrán exigir, para ningún trámite o procedimiento,partidas actualizadas de nacimiento, de estado civil o defunción,salvo el caso de cambio de estado civil.
	Art. 37.- Interés general y promoción de los derechos constitucionales.Las administraciones públicas sirven con objetividad al interésgeneral. Actúan para promover y garantizar el real y efectivogoce de los derechos.


	CAPÍTULO SEXTO
	DEBERES DE LAS PERSONAS
	Art. 38.- Deber general de solidaridad. Las personas deben promoverel bien común y anteponer el interés general al interés particular.Deben participar en la realización de los derechos y garantías,cumpliendo, para este propósito, con los deberes que elordenamiento jurídico impone.
	Art. 39.- Respeto al ordenamiento jurídico y a la autoridad legítima.Las personas cumplirán, sin necesidad de requerimientoadicional, con lo dispuesto en la Constitución, las leyes y el ordenamientojurídico en general y las decisiones adoptadas porautoridad competente.
	Art. 40.- Abstención de conductas abusivas del derecho. Las personasejercerán con responsabilidad sus derechos, evitando con-
	Art. 41.- Deber de colaboración con las administraciones públicas.Las personas deben colaborar con la actividad de las administracionespúblicas y el buen desarrollo de los procedimientos.Facilitarán a las administraciones públicas informes, inspeccionesy otros actos de investigación en los casos previstos por el ordenamientojurídico.


	CAPÍTULO SÉPTIMO
	ÁMBITOS DE APLICACIÓN
	Art. 42.- Ámbito material. El presente Código se aplicará en:
	Art. 43.- Ámbito subjetivo. El presente Código es de aplicación alos órganos y entidades que integran el sector público, de conformidadcon la Constitución. En el caso de empresas públicas, seaplicarán las disposiciones de este Código en lo que no afecte alas normas especiales que las rigen.




	Título II
	LA ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA
	CAPÍTULO PRIMERO
	ASPECTOS GENERALES
	Art. 44.- Administración Pública. La administración públicacomprende las entidades del sector público previstas en laConstitución de la República.
	Art. 45.- Administración Pública Central. El Presidente de laRepública es responsable de la administración pública centralque comprende:
	Art. 46.- Personalidad jurídica. El Estado ecuatoriano tiene personalidadjurídica única en sus relaciones de derecho internacional,con independencia de su organización interna. Su representacióny delegación se rigen por las disposiciones de la Constitución ylas leyes específicas en la materia.
	Art. 47.- Representación legal de las administraciones públicas.La máxima autoridad administrativa de la correspondiente entidadpública ejerce su representación para intervenir en todos losactos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su competencia.Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna deun órgano o entidad superior, salvo en los casos expresamenteprevistos en la ley.
	Art. 48.- Representación jurisdiccional de las administracionespúblicas. Las administraciones públicas que no estén dotadas de
	Art. 49.- Órgano administrativo. El órgano administrativo es launidad básica de organización de las administraciones públicas.
	Art. 50.- Entidad administrativa. Es el conjunto de órganos administrativoscon una única misión institucional.
	Art. 51.- Requisitos mínimos para la creación de órganos y entidadesadministrativos. Para la creación de un órgano o una entidadadministrativa se cumplirán los siguientes requisitos:
	Art. 52.- Duplicación de competencias. Se prohíbe crear nuevosórganos o entidades administrativas que supongan duplicaciónde otros ya existentes, salvo que en el mismo acto se suprima orestrinja la competencia de estos.


	CAPÍTULO SEGUNDO
	ÓRGANOS COLEGIADOS DE DIRECCIÓN
	Art. 53.- Régimen jurídico. Los órganos colegiados se sujetan a lodispuesto en su regulación específica y este Código.
	Art. 54.- Integración. Los órganos colegiados se integran en númeroimpar y con un mínimo de tres personas naturales o jurídicas.Pueden ser permanentes o temporales. Ejercen únicamentelas competencias que se les atribuya en el acto de creación.
	Art. 55.- Competencias de los órganos colegiados. Para la atribuciónde competencias a los órganos colegiados se tomará encuenta al menos:
	Art. 56.- Organización. En todo órgano colegiado se designará unpresidente, un vicepresidente y un secretario. Sus respectivas funcionesestarán determinadas en el acto de creación.
	Art. 57.- Miembros. Los miembros de los órganos colegiados tienenlos derechos y deberes previstos en este Código y les correspondeal menos:
	Art. 58.- Quórum de instalación y decisorio. Para la instalación deun órgano colegiado se requiere la presencia, al menos, de la mitadde sus miembros.
	Art. 59.- Convocatoria. Para la instalación del órgano colegiado serequiere de convocatoria cursada a cada miembro, a la direcciónpor el proporcionada, por cualquier medio del que quede constanciaen el expediente, con al menos un día de anticipación.
	Art. 60.- Excepción a los requisitos de instalación. Es válida lainstalación en sesión extraordinaria de un órgano colegiado y lasdecisiones que se adopten sobre cualquier asunto bajo su competencia,siempre que participen en la sesión, la mayoría de losmiembros del órgano colegiado:
	Art. 61.- Constancia. Para el registro y reproducción fidedignosde lo actuado en las sesiones del órgano colegiado, se emplearánlos medios técnicos idóneos, de preferencia grabaciones digitalesy comunicaciones electrónicas, con el fin de que estén al alcancede sus miembros.
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	Art. 67.- Alcance de las competencias atribuidas.
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	Art. 111.- Improcedencia y anulación del acto administrativo convicios subsanables. No procederá la convalidación y se declararála nulidad del acto administrativo en el que se haya incurrido porvicios subsanables cuando:
	Art. 112.- Oportunidad para la declaración de convalidación.Cuando la convalidación tiene por objeto un acto administrativo,se puede efectuar, de oficio o a petición de la persona interesada,en el procedimiento de aclara
	Art. 113.- Procedimiento para la declaración de convalidacióne impugnación.
	Art. 114.- Convalidación por preclusión. Se produce la convalidacióndel acto administrativo con vicios subsanables por preclusióndel derecho de impugnación en los siguientes casos:
	Art. 115.- Procedencia. Con la finalidad de proponer la acción de lesividadante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativocompetente, las máximas autoridades de las respectivas administracionespúblicas, previamente deberán, de oficio o a petición departe, declarar lesivos para el interés público los actos administrativosque generen derechos para la persona a la que el acto administrativoprovoque efectos individuales de manera directa, quesean legítimos o que contengan vicios convalidables.
	Art. 116.- Caducidad de la potestad revocatoria. La declaratoriade lesividad y la consecuente revocación del acto no puedenefectuarse si han transcurrido tres años desde que se notificó elacto administrativo.
	Art. 117.- Competencia y trámite. La competencia de revocatoriade actos favorables le corresponde a la máxima autoridadadministrativa.
	Art. 118.- Procedencia. En cualquier momento, las administracionespúblicas pueden revocar el acto administrativo desfavorablepara los interesados, siempre que tal revocatoria no constituyadispensa o exención no permitida por el ordenamiento jurídico osea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamientojurídico.
	Art. 119.- Competencia y trámite. La revocatoria de estos actos correspondea la máxima autoridad administrativa.
	Art. 120.- Acto de simple administración. Acto de simple administraciónes toda declaración unilateral de voluntad, interna oentre órganos de la administración, efectuada en ejercicio de lafunción administrativa que produce efectos jurídicos individualesy de forma indirecta.
	Art. 121.- Instrucción, orden de servicio o sumilla. Los órganosadministrativos pueden dirigir las actividades de sus órganos jerárquicamentedependientes a través de una instrucción, ordende servicio o sumilla claras, precisas y puestas en conocimientode la persona destinataria.
	Art. 122.- Dictamen e informe. El dictamen y el informe aportanelementos de opinión o juicio, para la formación de la voluntadadministrativa.
	Art. 123.- Alcance del dictamen o informe. El dictamen o informese referirá a los aspectos objeto de la consulta o del requerimiento;a las materias objeto de la competencia del órgano emisor y alos aspectos que incumben a la profesión, arte u oficio, de los servidorespúblicos que lo suscriben.
	Art. 124.- Contenido del dictamen o informe. El dictamen o informecontendrá:
	Art. 125.- Contrato administrativo. Es el acuerdo de voluntadesproductor de efectos jurídicos, entre dos o más sujetos de derecho,de los cuales uno ejerce una función administrativa.
	Art. 126.- Solución de Controversias. De existir diferencias entrelas partes contratantes no solventadas dentro del proceso de ejecución,podrán utilizar los procesos de mediación y arbitraje en derecho,de conformidad con la cláusula compromisoria respectiva.
	Art. 127.- Hecho administrativo. Es toda actividad material, traducidaen operaciones técnicas o actuaciones físicas, ejecutadasen ejercicio de la función administrativa, productora de efectosjurídicos directos o indirectos, sea que exista o no un acto administrativoprevio.
	Art. 128.- Acto normativo de carácter administrativo.
	Art. 129.- Potestad reglamentaria del Presidente de la República.Le corresponde al Presidente de la República el ejercicio de lapotestad reglamentaria en relación con las leyes formales, de conformidadcon la Constitución.
	Art. 130.- Competencia normativa de carácter administrativo. Lasmáximas autoridades administrativas tienen competencia normativade carácter administrativo únicamente para regular los asuntosinternos del órgano a su cargo, salvo los casos en los que la leyprevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa deuna administración pública.
	Art. 131.- Prohibiciones. Las administraciones públicas que tengancompetencia normativa no pueden a través de ella:
	Art. 132.- Revisión de oficio. Con independencia de los recursosprevistos en este Código, el acto administrativo nulo puedeser anulado por la máxima autoridad administrativa, en cualquiermomento, a iniciativa propia o por insinuación de personainteresada.
	Art. 133.- Aclaraciones, rectificaciones y subsanaciones. Los órganosadministrativos no pueden variar las decisiones adoptadasen un acto administrativo después de expedido pero sí aclarar algúnconcepto dudoso u oscuro y rectificar o subsanar los erroresde copia, de referencia, de cálculos numéricos y, en general, lospuramente materiales o de hecho que aparezcan de manifiesto enel acto administrativo.
	Art. 134.- Procedencia. Las reglas contenidas en este Título seaplican al procedimiento administrativo, a los procedimientos especialesy a los procedimientos para la provisión de bienes y serviciospúblicos, en lo que no afecte a las normas especiales que rigensu provisión. No se aplicarán a los procedimientos derivadosdel control de recursos públicos.
	Art. 135.- Dirección. Le corresponde a la Administración Pública,la dirección del procedimiento administrativo en ejercicio de lascompetencias que se le atribuyan en el ordenamiento jurídico yen este Código.
	Art. 136.- Formularios y modelos. Las administraciones públicaspueden establecer formularios de uso obligatorio y determinar losmodelos de solicitudes, reclamos, recursos y, en general, de cualquiertipo de petición que se le dirija.
	Art. 137.- Actuaciones orales y audiencias. La administración públicapuede convocar a las audiencias que requiera para garantizarla inmediación en el procedimiento administrativo, de oficio oa petición de la persona interesada.
	Art. 138.- Razón de recepción. La razón de recepción es el recibo,físico o digital, que expiden las administraciones públicas en elque se acredita la fecha de presentación de la solicitud, nombrescompletos y la sumilla de quien recibe.
	Art. 139.- Impulso procedimental. A las administraciones públicasles corresponde el impulso oficial del procedimientoadministrativo.
	Art. 140.- Subsanaciones. Cuando alguno de los actos de la personainteresada no reúna los requisitos necesarios, la adminis-
	Art. 141.- Prohibición de subsanación. Se prohíbe a la administraciónpública disponer la subsanación de una petición con respectoa:
	Art. 142.- Orden de despacho. El despacho de los expedientes serealizará de acuerdo con el orden cronológico de recepción, salvoque, por razones justificadas, el titular del órgano altere ese orden.
	Art. 143.- Acumulación subjetiva. Cuando las pretensiones correspondientesa una pluralidad de personas tengan un contenido yfundamento idéntico o sustancialmente similar, pueden ser formuladasen una solicitud única.
	Art. 144.- Acumulación objetiva y disgregación de asuntos. El órganoadministrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquieraque haya sido la forma de su iniciación, puede disponer suacumulación a otros, con los que guarde identidad sustancial oíntima conexión.
	Art. 145.- Expediente administrativo. Los documentos de un expedienteconstarán ordenados cronológicamente en función desu recepción.
	Art. 146.- Expediente electrónico. Las reproducciones digitalizadaso escaneadas de documentos públicos o privados que se agreguenal expediente electrónico tienen la misma fuerza probatoriadel original.
	Art. 147.- Modificaciones en el expediente. No pueden introducirseenmendaduras, alteraciones, entrelineados ni agregados enlos documentos, una vez hayan sido incorporados al expediente.
	Art. 148.- Copias de archivos públicos. Las copias de un archivopúblico obtenidas por las administraciones públicas no requierencertificación, autorización o actuación de la persona interesada.
	Art. 149.- Persona interesada. Además de las personas a quienesla administración pública ha dirigido el acto administrativo, seconsiderará persona interesada en el procedimiento administrativola que:
	Art. 150.- Capacidad de ejercicio. Toda persona es legalmente capazpara comparecer al procedimiento administrativo, salvo lasexcepciones de ley.
	Art. 151.- Terceros interesados. Si el resultado del procedimientotiene efectos jurídicos constitutivos para un tercero, este será lla
	Art. 152.- Representación. La persona interesada puede actuarante las administraciones públicas en nombre propio o por mediode representante, con capacidad de ejercicio y legalmentehabilitada.
	Art. 153.- Falta de acreditación de la representación. La falta o lainsuficiente acreditación, no impide que se tenga como realizadala actuación.
	Art. 154.- Revocatoria de la representación. La revocatoria de la representaciónse comunicará mediante documento o declaraciónen comparecencia personal ante las administraciones públicas yproducirá efectos desde su recepción o desde la comparecencia.
	Art. 155.- Representación otorgada. A falta de representante, laadministración pública designará uno para garantizar la efectividaddel derecho a la tutela administrativa en la sustanciación delprocedimiento cuando la persona interesada:
	Art. 156.- Renuncia de la representación. El representante puederenunciar en cualquier momento y notificar su decisión al representadoy a la administración pública.
	Art. 157.- Representante común. Cuando en una solicitud, escritoo comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a queden lugar se efectuarán con el representante o el interesado queexpresamente hayan señalado y, en su defecto, de oficio, con elinteresado que figure en primer término.
	Art. 158.- Reglas básicas. Los términos y plazos determinados eneste Código se entienden como máximos y son obligatorios.
	Art. 159.- Cómputo de términos. Se excluyen del cómputo de términoslos días sábados, domingos y los declarados feriados.
	Art. 160.- Cómputo de plazos. El plazo se lo computará de fechaa fecha.
	Art. 161.- Ampliación de términos o plazos. Las administracionespúblicas, salvo disposición en contrario, de oficio o a petición dela persona interesada y siempre que no perjudiquen derechos deuna tercera persona, pueden conceder la ampliación de los términoso plazos previstos que no excedan de la mitad de los mismos.
	Art. 162.- Suspensión del cómputo de plazos y términos enel procedimiento.
	Art. 163.- Tramitación abreviada. Cuando razones de interés públicolo aconsejen y siempre que no se traten de procedimientossancionatorios o coactivos, la administración pública puede decidir,de oficio o a petición de la persona interesada, que al procedimientose le aplique la tramitación abreviada. Esta competenciaes facultativa.
	Art. 164.- Notificación. Es el acto por el cual se comunica a la personainteresada o a un conjunto indeterminado de personas, elcontenido de un acto administrativo para que las personas interesadasestén en condiciones de ejercer sus derechos.
	Art. 165.- Notificación personal. Se cumplirá con la entrega a lapersona interesada o a su representante legal, en cualquier lugar,día y hora, el contenido del acto administrativo. La constancia deesta notificación expresará:
	Art. 167.- Notificación a través de uno de los medios de comunicación.El acto administrativo se notificará a través de un mediode comunicación en los siguientes supuestos:
	Art. 168.- Forma de ejecutar la notificación a través de uno de losmedios de comunicación. La notificación prevista en el artículoprecedente se efectuará por:
	Art. 169.- Notificación en el extranjero. En el caso de que la personainteresada se encuentre en el extranjero, la notificación se
	Art. 170.- Notificación a pluralidad de interesados. En procedimientosque se inicien de oficio, se notificará individualmente atodas las personas interesadas al inicio del procedimiento. Paralos actos posteriores se designará un representante común, salvoque la persona interesada decida participar individualmente enel procedimiento.
	Art. 171.- Responsabilidad. La notificación, por gestión directa odelegada, se efectuará bajo responsabilidad personal del servidorpúblico determinado en los instrumentos de organización internade las administraciones públicas, quien dejará constancia en elexpediente del lugar, día, hora y forma de notificación.
	Art. 172.- Comparecencia. La persona interesada, al momento decomparecer al proceso, determinará donde recibirá las notificaciones.Serán idóneos:
	Art. 173.- Término de notificación. La notificación del acto administrativose ordenará en el término máximo de tres días a partirde la fecha en que se dictó.
	Art. 174.- Comunicación entre órganos o entidades. La comunicaciónentre órganos o entidades pertenecientes a una misma administraciónpública se efectuará directamente, sin traslados nireproducciones a través de órganos intermedios.
	Art. 175.- Actuaciones previas. Todo procedimiento administrativopodrá ser precedido de una actuación previa, a petición dela persona interesada o de oficio, con el fin de conocer las circunstanciasdel caso concreto y la conveniencia o no de iniciarel procedimiento.
	Art. 176.- Procedencia. En los procedimientos administrativosdestinados a determinar responsabilidades de los interesados, inclusoel sancionador, las actuaciones previas se orientarán a determinar,con la mayor precisión posible, los hechos susceptiblesde motivar la iniciación del procedimiento administrativo, laidentificación de la persona o personas que puedan resultar responsablesy las circunstancias relevantes que concurran en unosy otros.
	Art. 177.- Competencia. Únicamente los órganos competentes podrándisponer la investigación, averiguación, auditoría o inspecciónen la materia. Las actuaciones previas pueden ser ejecutadaspor gestión directa o delegada, de acuerdo con la ley.
	Art. 178.- Trámite. Como conclusión de las actuaciones previas seemitirá un informe que se pondrá en conocimiento de la personainteresada, para que manifieste su criterio en relación con losdocumentos y los hallazgos preliminares, dentro de los diez días
	Art. 179.- Caducidad. Una vez iniciadas las actuaciones previassobre algún asunto determinado, la decisión de inicio del procedimientoadministrativo se notificará a la persona interesada enel plazo de seis meses contados desde el acto administrativo conel que se ordenan las actuaciones previas, a cuyo término caducael ejercicio de la potestad pública sancionadora, determinadora ocualquier otra, de carácter gravoso.
	Art. 180.- Medidas provisionales de protección. Se pueden adoptarlas siguientes medidas cautelares:
	Art. 181.- Procedencia. El órgano competente, cuando la ley lopermita, de oficio o a petición de la persona interesada, podrá ordenarmedidas provisionales de protección, antes de la iniciacióndel procedimiento administrativo, siempre y cuando concurranlas siguientes condiciones:
	Art. 182.- Prohibición. No se puede adoptar medidas provisionalesde protección que impliquen violación de derechos amparadosconstitucionalmente o que puedan causar perjuicio de difícilo imposible reparación a los interesados.
	Art. 183.- Iniciativa. El procedimiento administrativo puede iniciarsede oficio o a solicitud de la persona interesada. A solicitudde la persona interesada de la forma y con los requisitos previstosen este Código. De oficio, mediante decisión del órgano competente,bien por iniciativa propia o como consecuencia de ordensuperior, a petición razonada de otros órganos administrativos opor denuncia.
	Art. 184.- Iniciativa propia. La iniciativa propia es la actuaciónderivada del conocimiento directo o indirecto de las conductas ohechos objeto del procedimiento administrativo por parte del órganoque tiene la competencia de iniciarlo.
	Art. 185.- Orden superior. La orden superior emitida por un órganoadministrativo superior jerárquico contendrá:
	Art. 186.- Petición razonada. La petición razonada es la propuestade inicio del procedimiento formulada por cualquier órgano administrativoque no tiene competencia para iniciarlo y que tieneconocimiento de su objeto.
	Art. 187.- Denuncia. La denuncia es el acto por el que cualquierpersona pone en conocimiento, de un órgano administrativo, laexistencia de un hecho que puede constituir fundamento para laactuación de las administraciones públicas.
	Art. 188.- Medios electrónicos. El procedimiento administrativopuede iniciar por cualquiera de las formas previstas a travésde medios electrónicos cuando estos hayan sido implementados.Las instrucciones determinadas por la administración pública seránclaras y precisas.
	Art. 189.- Medidas cautelares. El órgano competente, cuando la leylo permita, de oficio o a petición de la persona interesada, podráordenar medidas cautelares, pudiéndose adoptar las siguientes:
	Art. 190.- Procedencia. Iniciado el procedimiento, si existen elementosde juicio suficientes para ello, el órgano administrativocompetente puede adoptar, de oficio o a petición de persona in
	Art. 191.- Modificación o revocatoria. Las medidas cautelares puedenser modificadas o revocadas, de oficio o a petición de personainteresada, durante la tramitación del procedimiento, en virtudde circunstancias imprevistas o que no pudieron ser tenidas encuenta en el momento de su adopción.
	Art. 192.- Notificación y ejecución de medidas cautelares. El actoadministrativo que suponga la adopción de medidas cautelaresdestinadas a asegurar la eficacia de la resolución adoptada sepueden ejecutar sin notificación previa.
	Art. 193.- Finalidad de la prueba. En el procedimiento administrativo,cuando se requiera la práctica de prueba para la acreditaciónde los hechos alegados, se aplicará las disposiciones de estecapítulo. A falta de previsión expresa, se aplicará de manera supletoriael régimen común en esta materia.
	Art. 194.- Oportunidad. La prueba será aportada por la personainteresada en su primera comparecencia al procedimiento administrativo.La prueba, a la que sea imposible tener acceso, deberáser anunciada y aquella que no se anuncie no podrá introducirseen el período de prueba previsto en la norma de la materia o en sudefecto, cuando las administraciones públicas lo fijen.
	Art. 195.- Cargas probatorias. La prueba se referirá a los hechoscontrovertidos. En todo procedimiento administrativo en quela situación jurídica de la persona interesada pueda ser agravadacon la resolución de la administración pública y en particular,cuando se trata del ejercicio de potestades sancionadoras o dedeterminación de responsabilidades de la persona interesada, lacarga de la prueba le corresponde a la administración pública. Entodos los demás casos la carga de la prueba le corresponde a lapersona interesada.
	Art. 196.- Regla de contradicción. La prueba aportada por la administraciónpública únicamente tendrá valor, si la persona interesadaha tenido la oportunidad de contradecirla en el procedimientoadministrativo. Para este propósito la práctica de las diligenciasdispuestas por la administración pública será notificada a la personainteresada a fin de que ejerza su derecho de defensa.
	Art. 197.- Prueba pericial y testimonial. La administración o la personainteresada podrán contrainterrogar a peritos y testigos cuandose hayan emitido informes o testimonios en el procedimiento.
	Art. 198.- Prueba oficiosa. Las administraciones públicas podrándisponer la práctica de cualquier prueba que juzguen necesariapara el esclarecimiento de los hechos controvertidos.
	Art. 199.- Medios de prueba. Los hechos para la decisión en unprocedimiento pueden acreditarse por cualquier medio de pruebaadmisible en Derecho, con excepción de la declaración de partede los servidores públicos.
	Art. 200.- Gastos de la práctica de la prueba. Los gastos de aportacióny producción de las pruebas son de cargo del solicitante.Se exceptúan de la regla precedente, las pruebas solicitadas porla persona interesada que estén en poder de la misma administraciónpública a cargo del procedimiento administrativo.
	Art. 201.- Terminación del procedimiento administrativo. El procedimientoadministrativo termina por:
	Art. 202.- Obligación de resolver. El órgano competente resolveráel procedimiento mediante acto administrativo.
	Art. 203.- Plazo de resolución. El acto administrativo en cualquierprocedimiento será expreso, se expedirá y notificará en el plazomáximo de un mes, contado a partir de terminado el plazo dela prueba.
	Art. 204.- Ampliación extraordinaria del plazo para resolver. Encasos concretos, cuando el número de personas interesadas o lacomplejidad del asunto exijan un plazo superior para resolver, sepuede ampliar el plazo hasta dos meses.
	Art. 205.- Contenido del acto administrativo. El acto administrativoexpresará la aceptación o rechazo total o parcial de la pretensiónde la persona interesada, los recursos que procedan, el órganoadministrativo o judicial ante el que deban presentarse y elplazo para interponerlos.
	Art. 206.- Resoluciones en situaciones de emergencia. En aquelloscasos en que medie una situación de emergencia, en referenciaa acontecimientos catastróficos, la continuidad en la provisiónde los servicios públicos, situaciones que supongan grave peligropara las personas o el ambiente o de necesidades que afecten elorden interno o la defensa nacional, debidamente motivada, el órganocompetente puede emitir el acto administrativo sin sujetarsea los requisitos y formalidades del procedimiento administrativoprevistos en este Código. Este acto administrativo contendrá ladeterminación de la causal y su motivación, observando en todocaso los derechos individuales, el deber de motivación y la debidarazonabilidad.
	Art. 207.- Silencio administrativo. Los reclamos, solicitudes o pedidosdirigidos a las administraciones públicas deberán ser resueltosen el término de treinta días, vencido el cual, sin que sehaya notificado la decisión que lo resuelva, se entenderá quees positiva.
	Art. 208.- La falta de resolución en procedimientos de oficio. Enel caso de procedimientos de oficio de los que pueda derivarse elreconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otrassituaciones jurídicas individualizadas, los interesados que hayancomparecido deben entender estimadas sus pretensiones, por silencioadministrativo.
	Art. 209.- La falta de resolución en procedimientos promovidospor la persona interesada. En los procedimientos que hayan sidoiniciados a solicitud de la persona interesada, para obtener autorizacionesadministrativas expresamente previstas en el ordenamientojurídico, transcurrido el plazo determinado para concluirel procedimiento administrativo sin que las administraciones públicashayan dictado y notificado la resolución expresa, se entiendeaprobada la solicitud de la persona interesada.
	Art. 210.- Resolución expresa posterior ante el silencio administrativo.En los casos de silencio administrativo positivo, la resoluciónexpresa, posterior a la producción del acto, solo puede dictarsede ser confirmatoria.
	Art. 211.- Desistimiento. La persona interesada puede desistir delprocedimiento cuando no esté prohibido por la ley. Debe indicarseexpresamente si se trata de un desistimiento total o parcial. Sino se precisa, se considera que se trata de un desistimiento total.
	Art. 212.- Abandono. Las administraciones públicas declararán laterminación del procedimiento por abandono, ordenando el archivode las actuaciones, en los procedimientos iniciados por solicitudde la persona interesada, cuando esta deje de impulsarlopor dos meses, a excepción de los casos en que las administracionespúblicas tengan pronunciamientos pendientes o por el estadodel procedimiento no sea necesario el impulso de la personainteresada.
	Art. 213.- Caducidad del procedimiento de oficio. Cuando se tratede procedimientos iniciados de oficio se entienden caducados y
	Art. 214.- Impugnación y efectos de la declaración de caducidad.Contra la resolución que declare la caducidad proceden los recursospertinentes.
	Art. 215.- Causa imprevista. La imposibilidad material de continuarcon el procedimiento por causa imprevista, producesu terminación.
	Art. 216.- Terminación convencional. Se puede terminar un procedimientomediante convenio entre la administración pública yla persona interesada siempre y cuando no sea contrario a la ley yverse sobre materias que sean susceptibles de transacción.
	Art. 217.- Impugnación. En la impugnación se observarán las siguientesreglas:
	Art. 218.- Efectos de la no impugnación del acto administrativo.El acto administrativo causa estado en vía administrativa cuando:
	Art. 219.- Clases de recursos. Se prevén los siguientes recursos:apelación y extraordinario de revisión.
	Art. 220.- Requisitos formales de las impugnaciones. La impugnaciónse presentará por escrito y contendrá al menos:
	Art. 221.- Subsanación. Si la solicitud no reúne los requisitos señaladosen el artículo precedente, se dispondrá que la personainteresada la complete o aclare en el término de cinco días. Si nolo hace, se considerará desistimiento, se expedirá el correspondienteacto administrativo y se ordenará la devolución de los documentosadjuntados a ella, sin necesidad de dejar copias.
	Art. 222.- Defectos en la tramitación. Las personas interesadaspodrán alegar los defectos de tramitación, en especial los que suponganparalización, infracción de los plazos normativamente señaladoso la omisión de trámites que pueden ser subsanados antesde la resolución definitiva del asunto.
	Art. 223.- Resolución de la impugnación. La resolución de la impugnación,en ningún caso podrá agravar la situación inicial de lapersona interesada.
	Art. 224.- Oportunidad. El término para la interposición del recursode apelación es de diez días contados a partir de la notificacióndel acto administrativo, objeto de la apelación.
	Art. 225.- Nuevos hechos o documentos. Los hechos nuevos o documentosno recogidos en el expediente originario que se hayanaportado con la impugnación, se pondrán a disposición de laspersonas interesadas para que, en un término de cinco días, formulenlas alegaciones y presenten los documentos y justificantesque estimen procedentes.
	Art. 226.- Alegación de nulidad. En el recurso de apelación se podráademás alegar la nulidad del procedimiento o la nulidad delacto administrativo.
	Art. 227.- Nulidad del procedimiento. Si al momento de resolverla apelación, la administración pública observa que existe algunacausa que vicie el procedimiento, estará obligada a declarar, deoficio o a petición de persona interesada, la nulidad del procedimientodesde el momento en que se produjo, a costa del servidorque lo provoque. Habrá lugar a esta declaratoria de nulidad, únicamentesi la causa que la provoca tiene influencia en la decisióndel proceso.
	Art. 228.- Nulidad del acto administrativo. Si la nulidad se refiereal acto administrativo se la declarará observando las siguientesreglas:
	Art. 229.- Suspensión del acto administrativo. Por regla general,los actos administrativos regulares se presumen legítimos y debenser ejecutados luego de su notificación.
	Art. 230.- Resolución del recurso de apelación. El plazo máximopara resolver y notificar la resolución es de un mes contado desdela fecha de interposición.
	Art. 231.- Apelación en contratación pública. La apelación se podráinterponer exclusivamente de los actos administrativos expedidospor entidades públicas contratantes. Quienes tengan interésdirecto en el proceso de contratación pública dispondrán deltérmino de tres días contados desde la notificación del acto administrativopara formular su recurso. La entidad contratante expedirásu resolución, en un término no mayor a siete días desde lainterposición del recurso.
	Art. 232.- Causales. La persona interesada puede interponer unrecurso extraordinario de revisión del acto administrativo queha causado estado, cuando se verifique alguna de las siguientescircunstancias:
	Art. 233.- Admisibilidad. El órgano competente inadmitirá a trámiteel recurso cuando el mismo no se funde en alguna de lascausales previstas en esta sección o en el supuesto de que se hayandesestimado en cuanto al fondo otras revisiones de tercerossustancialmente iguales.
	Art. 234.- Resolución. El recurso extraordinario de revisión, unavez admitido, debe ser resuelto en el plazo de un mes, a cuyo término,en caso de que no se haya pronunciado la administraciónpública de manera expresa se entiende desestimado.
	Art. 235.- Ejercicio de la ejecución forzosa. Los medios de ejecuciónforzosa previstos en este Código se emplean, únicamente,cuando el destinatario del acto administrativo no cumpla voluntariamentecon la obligación derivada del mismo.
	Art. 236.- Aplicación de los medios de ejecución forzosa. En laaplicación de los medios de ejecución deben respetarse los derechosconstitucionales de las personas y el principio de proporcio-
	Art. 237.- Medios de ejecución forzosa. El acto administrativo seejecuta, únicamente, a través de los siguientes medios:
	Art. 238.- Ejecución sobre el patrimonio. Si en virtud del acto administrativo,la persona ejecutada debe satisfacer una determinadacantidad de dinero, se seguirá el procedimiento de ejecucióncoactiva previsto en este Código.
	Art. 239.- Ejecución sustitutoria. Cuando se trate de acto administrativoque implique una obligación de hacer que pueda serrealizado por persona distinta de la obligada, las administracionespúblicas, por sí o a través de otros, pueden ejecutar en formasustitutoria, los actos que la obligada no ha cumplido.
	Art. 240.- Multa compulsoria y clausura de establecimientos. Laadministración pública puede imponer multas compulsorias, asícomo clausurar establecimientos, a efecto de exigir el cumplimientodel acto administrativo.
	Art. 241.- Compulsión sobre las personas. El acto administrativo,que imponga una obligación de no hacer o de soportar, puede serejecutado por compulsión directa en los casos en que la ley lo autorice,con el debido respeto a la dignidad de la persona ejecutaday los derechos reconocidos en la Constitución.
	Art. 242.- Procedimientos para la provisión de bienes y serviciospúblicos. Para la provisión de bienes y servicios públicos se observaráal menos:
	Art. 243.- Potestad de reestructuración de procedimientos parala provisión de bienes y servicios públicos. Es potestad de la oel Presidente de la República reestructurar los procedimientospara la provisión de bienes y servicios públicos en el ámbito dela Administración Pública Central, conforme con las limitacionesprevistas en este Código. Igual potestad tiene la máxima autoridadadministrativa de las demás entidades del sector público.




	Libro III
	PROCEDIMIENTOS ESPECIALES
	TÍTULO I
	PROCEDIMIENTO SANCIONADOR
	Art. 244.- Caducidad de la potestad sancionadora. La potestadsancionadora caduca cuando la administración pública no haconcluido el procedimiento administrativo sancionador en el plazoprevisto por este Código. Esto no impide la iniciación de otroprocedimiento mientras no opere la prescripción.
	Art. 245.- Prescripción del ejercicio de la potestad sancionadora.El ejercicio de la potestad sancionadora prescribe en los siguientesplazos:
	Art. 246.- Prescripción de las sanciones. Las sanciones administrativasprescriben en el mismo plazo de caducidad de la potestadsancionadora, cuando no ha existido resolución. Las sancionestambién prescriben por el transcurso del tiempo desde que el actoadministrativo ha causado estado.
	Art. 247.- Plazo para la prescripción cuando el acto ha causadoestado. El plazo de prescripción comienza a contarse desde el díasiguiente a aquel en que el acto administrativo ha causado estado.
	Art. 248.- Garantías del procedimiento. El ejercicio de la potestadsancionadora requiere procedimiento legalmente previsto yse observará:
	Art. 249.- Deber de colaboración con las funciones de inspección.Las personas deben colaborar con la administración pública.
	Art. 250.- Inicio. El procedimiento sancionador se inicia de oficio,por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa ocomo consecuencia de orden superior, petición razonada de otrosórganos o denuncia.
	Art. 251.- Contenido. Este acto administrativo de inicio tienecomo contenido mínimo:
	Art. 252.- Notificación del acto de iniciación. El acto administrativode inicio se notificará, con todo lo actuado, al órgano peticionario,al denunciante y a la persona inculpada.
	Art. 253.- Reconocimiento de responsabilidad y pago voluntario.Si la o el infractor reconoce su responsabilidad, se puede resolverel procedimiento, con la imposición de la sanción.
	Art. 254.- Comunicación de indicios de infracción. Cuando, encualquier fase del procedimiento sancionador, los órganos competentesconsideren que existen elementos de juicio indicativosde la existencia de otra infracción administrativa para cuyo conocimientono sean competentes, lo comunicarán al órgano queconsideren competente.
	Art. 255.- Actuaciones de instrucción. La o el inculpado disponede un término de diez días para alegar, aportar documentos oinformación que estime conveniente y solicitar la práctica de lasdiligencias probatorias. Así mismo podrá reconocer su responsabilidady corregir su conducta.
	Art. 256.- Prueba. En el procedimiento administrativo sancionadorla carga de la prueba corresponde a la administración pública,salvo en lo que respecta a los eximentes de responsabilidad.
	Art. 257.- Dictamen. Si el órgano instructor considera que existenelementos de convicción suficientes emitirá el dictamenque contendrá:
	Art. 258.- Modificación de los hechos, calificación, sanción o responsabilidad.Si como consecuencia de la instrucción del procedimientoresulta modificada la determinación inicial de los hechos,de su posible calificación, de las sanciones imponibles o delas responsabilidades susceptibles de sanción, se notificará todoello, a la o al inculpado en el dictamen.
	Art. 258.- Modificación de los hechos, calificación, sanción o responsabilidad.Si como consecuencia de la instrucción del procedimientoresulta modificada la determinación inicial de los hechos,de su posible calificación, de las sanciones imponibles o delas responsabilidades susceptibles de sanción, se notificará todoello, a la o al inculpado en el dictamen.
	Art. 259.- Prohibición de concurrencia de sanciones. La responsabilidadadministrativa se aplicará en los términos previstos eneste Capítulo, independientemente de la responsabilidad civil openal a que haya lugar por la acción u omisión de la que se trate.
	Art. 260.- Resolución. El acto administrativo que resuelve el procedimientosancionador, además de cumplir los requisitos previstosen este Código, incluirá:


	Título II
	PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓNCOACTIVA
	CAPÍTULO I
	Art. 261.- Titular de la potestad de ejecución coactiva y competencias.Las entidades del sector público son titulares de la potestadde ejecución coactiva cuando esté previsto en la ley.
	Art. 262.- Procedimiento coactivo. El procedimiento coactivo seejerce privativamente por las o los respectivos empleados recaudadoresde las instituciones a las que la ley confiera acción coactiva.En caso de falta o impedimento le subrogará su superior jerárquico,quien calificará la excusa o el impedimento.
	Art. 263.- Proceso ordinario de impugnación. No cabe impugnaciónen vía administrativa contra el acto administrativo que seorigine a partir del requerimiento a la o al deudor para el pago voluntariode la obligación de la que se trate, salvo en los supuestostaxativamente determinados en este Título.
	Art. 264.- Régimen general de distribución de competencias. Enlas normas de organización y funcionamiento de la correspondienteadministración pública se determinará el órgano responsablede la emisión de las órdenes de cobro y el órgano ejecutor a
	Art. 265.- Liquidación de intereses y multas. Al órgano al que sele haya asignado la competencia de emitir las órdenes de cobro,de conformidad con el régimen que regula la organización y funcionamientode la correspondiente administración pública, le correspondela competencia de liquidar los intereses devengados decualquier obligación a favor de la administración pública, hastaantes de la emisión de la orden de cobro.
	Art. 266.- Fuente y título de las obligaciones ejecutables. La administraciónpública es titular de los derechos de crédito originadosen:
	Art. 267.- Condición para el ejercicio de la potestad de ejecucióncoactiva. Únicamente las obligaciones determinadas y actualmenteexigibles, cualquiera sea su fuente o título, autorizana la administración pública a ejercer su potestad de ejecucióncoactiva al término del tiempo previsto en este Código para supago voluntario.
	Art. 268.- Requisitos de los títulos de crédito. Cuando se requieraemitir títulos de crédito por obligaciones a favor de la administraciónpública, estos deberán reunir los siguientes requisitos:
	Art. 269.- Reclamación sobre títulos de crédito. En caso de que laobligación haya sido representada a través de un título de créditoemitido por la administración de conformidad con este Código,la o el deudor tiene derecho a formular un reclamo administrativoexclusivamente respecto a los requisitos del título de crédito o delderecho de la administración para su emisión, dentro del términoconcedido para el pago voluntario.
	Art. 270.- Régimen subsidiario. En lo previsto en este Título parala ejecución coactiva de obligaciones a favor de las administracionespúblicas, el órgano ejecutor puede aplicar las reglas previstaspara la etapa de apremio en el proceso de ejecución previsto eneste Código.
	Art. 271.- Requerimiento de pago voluntario. En el acto administrativoque se declare o constituya una obligación dineraria y pongafin a un procedimiento administrativo en el que se haya contadocon el deudor, el órgano a cargo de la resolución requeriráque la o el deudor pague voluntariamente dicha obligación dentrodiez días contados desde la fecha de su notificación, previniéndoleque, de no hacerlo, se procederá con la ejecución coactiva.
	Art. 272.- Orden de cobro. El órgano ejecutor ejercerá las competenciasque tiene asignadas en relación con una específica obligacióna favor de la administración pública en virtud de la orden decobro que el órgano competente, le haya notificado.
	Art. 273.- Competencia para otorgar facilidades de pago. Le correspondeal órgano a cargo de la emisión de las órdenes de cobroen la respectiva administración pública acreedora, la competenciade otorgar facilidades de pago a la o al deudor que las solicite,salvo que se haya atribuido esta competencia a un órgano distintoen las normas de organización y funcionamiento de la administraciónpública.
	Art. 274.- Oportunidad para solicitar facilidades de pago. A partirde la notificación con el requerimiento de pago voluntario, la oel deudor puede solicitar la concesión de facilidades de pago dela obligación.
	Art. 275.- Requisitos. Además de los requisitos previstos en esteCódigo para las solicitudes, la petición contendrá:
	Art. 276.- Restricciones para la concesión de facilidades de pago.No es posible otorgar facilidades de pago cuando:
	Art. 277.- Plazos en las facilidades de pago. El órgano competente,al aceptar la petición que cumpla los requisitos determinadosen los artículos precedentes, dispondrá que la o el interesado pagueen diez días la cantidad ofrecida al contado y rinda la garantíapor la diferencia.
	Art. 278.- Efectos de la solicitud de facilidades de pago. Presentadala solicitud de facilidades de pago no se puede iniciar el procedimientode ejecución coactiva o se debe suspender hasta la resolucióna cargo del órgano competente en la que se dispondrá:
	Art. 279.- Orden de pago inmediato. Vencido el plazo para el pagovoluntario, el ejecutor emitirá la orden de pago inmediato y dispondrá,que la o el deudor o sus garantes o ambos, paguen ladeuda o dimitan bienes dentro de tres días contados desde el siguienteal de la notificación, apercibiéndoles que, de no hacerlo,se embargarán bienes equivalentes al total de la deuda por el capital,intereses y costas.
	Art. 280.- Notificación. La notificación de la orden de pago inmediatose efectuará, de conformidad con el régimen general previstoen este Código.
	Art. 281.- Medidas cautelares. El ejecutor puede disponer, en lamisma orden de pago o posteriormente, el secuestro, la retencióno la prohibición de enajenar bienes. Asimismo, puede solicitar ala o al juzgador competente, mediante procedimiento sumario, sedisponga la prohibición de ausentarse para los casos en que dichamedida se aplica en el régimen común.
	Art. 282.- Orden de embargo. El ejecutor ordenará el embargode los bienes que estime suficientes para satisfacer la obligación,con independencia y sin perjuicio del embargo que pueda disponersobre los bienes dimitidos por la o el deudor, en los siguientescasos:
	Art. 283.- Prelación del embargo. El órgano ejecutor, preferirá ensu orden:
	Art. 284.- Embargo de bienes muebles. El embargo de bienesmuebles se practicará aprehendiéndolos y entregándolos a la o aldepositario respectivo, para que queden en custodia de este.
	Art. 285.- Embargo de bienes inmuebles o derechos reales. Paraordenar el embargo de bienes inmuebles o derechos reales, el ejecutorrequerirá a la o al correspondiente registrador de la propie-
	Art. 286.- Embargo de participaciones, acciones, derechos inmaterialesy demás derechos de participación de personas jurídicas.El embargo se ejecutará con su notificación al representante dela entidad en la que la o el deudor sea titular, momento desde elcual, bajo responsabilidad personal de la o del notificado, esteefectuará el registro del embargo en los libros a su cargo o se notificaráa la autoridad competente.
	Art. 287.- Embargo de créditos. El embargo de un crédito se practicarámediante notificación de la orden a la o al deudor del coactivado,para que se abstenga de pagarle a su acreedor y lo efectúea la o al ejecutor.
	Art. 288.- Embargo de dinero y valores. Si el embargo recae endinero de propiedad de la o del deudor, el pago de la obligaciónque se efectúa con el dinero aprehendido implica la conclusióndel procedimiento de ejecución coactiva, siempre y cuando el valorsea suficiente para cancelar el capital, sus intereses y costas.En caso contrario, continuará por la diferencia.
	Art. 289.- Embargo de Activos de Unidad Productiva. Cuando seordene el embargo de los activos de cualquier unidad productivao de las utilidades que estas han producido o produzcan en elfuturo, la autoridad competente designará una o un depositario,
	Art. 290.- Auxilio de la fuerza pública. Las autoridades civiles y lafuerza pública prestarán los auxilios que los órganos ejecutoresles soliciten para el ejercicio de su potestad.
	Art. 291.- Descerrajamiento y allanamiento. Cuando la o el deudor,sus representantes o terceros no abran las puertas de los inmueblesen donde estén o se presuma que existen bienes embargables,el ejecutor ordenará el descerrajamiento para practicar elembargo, previa autorización de allanamiento emitida por la o eljuzgador de contravenciones del lugar donde se sustancie el procedimientoadministrativo.
	Art. 292.- Preferencia de embargo. El embargo o la práctica demedidas cautelares, decretadas por las o los jueces ordinarios oespeciales, no impide el embargo dispuesto por la o el ejecutor enel procedimiento de ejecución coactiva. El órgano ejecutor oficiaráa la o al juzgador respectivo para que notifique a la o al acreedorque haya solicitado tales medidas, a fin de que haga valer susderechos como terceros en el procedimiento.
	Art. 293.- Subsistencia y cancelación de embargos. Las providenciasde secuestro, embargo o prohibición de enajenar, decretadaspor las o los juzgadores, subsisten no obstante el embargo practicadoen el procedimiento de ejecución coactiva.
	Art. 294.- Embargos preferentes entre administraciones públicas.Los embargos practicados en procedimientos coactivos de unaadministración pública con crédito preferente de conformidadcon el régimen común, no pueden cancelarse por embargos decretadosposteriormente por otros órganos ejecutores.
	Art. 295.- Procedimientos de remate. Según el tipo de bien y sinperjuicio de las reglas específicas previstas en este Código, se seguiránlos siguientes procedimientos de remate:
	Art. 296.- Avalúo. Practicado el embargo, se procederá al avalúode los bienes, con la participación de peritos y de conformidadcon las normas técnicas.
	Art. 297.- Peritos. Es la persona natural o jurídica, servidor público,experto externo, nacional o extranjero, que por razón de susconocimientos científicos, técnicos, artísticos, prácticos o profesionalesestá en condiciones de informar a la administración públicasobre algún hecho o circunstancia relacionado con la materiadel procedimiento.
	Art. 298.- Determinación del avalúo. Con el informe o informespericiales, el órgano ejecutor notificará al deudor para que formulesus observaciones en un término de tres días.
	Art. 299.- Remate de títulos valores y efectos de comercio. Los títulosvalores y efectos de comercio, transables en bolsa de valores,se venderán en condiciones de mercado por una casa de valoresque resulte sorteada, de entre las que se hallen legalmente autorizadas,para operar en el mercado bursátil.
	Art. 300.- Remate de bienes. El remate de los bienes de la personaejecutada, sean estos muebles o inmuebles, se efectuará a travésde una plataforma informática de alguna entidad del sector, observándoseel procedimiento que se señala a continuación. La entidadpública encargada de la plataforma informática desarrollarálos aplicativos necesarios.
	Art. 301.- Posturas del remate. El aviso del remate deberá ser publicadoen la plataforma informática de la entidad, con el términode por lo menos veinte días de anticipación a la fecha del remate.La plataforma recibirá las ofertas desde las cero horas hasta lasveinticuatro horas del día señalado para el remate.
	Art. 302.- Requisitos de la postura. Las posturas presentadas paraprimer y segundo señalamiento, no podrán ser inferiores al 100%del avalúo pericial efectuado.
	Art. 303.- Formas de pago. Las formas de pago de las posturasson las siguientes:
	Art. 304.- Prohibición de intervenir en el remate. Las personasque hayan intervenido en el procedimiento de ejecución, las ylos servidores públicos de la respectiva administración, así comosus cónyuges, convivientes y parientes dentro del cuarto gradode consanguinidad y segundo de afinidad, no podrán adquirir losbienes materia del remate.
	Art. 305.- Derecho preferente de los acreedores. Las administracionespúblicas acreedoras tienen derecho preferente para adjudicarselos bienes ofrecidos en remate, a falta de posturas porel 100% del bien, caso contrario por el valor de la mejor posturapresentada.
	Art. 306.- Calificación de las posturas. Una vez acreditados los valoresde las posturas, el órgano ejecutor señalará día y hora parala audiencia pública, en la que podrán intervenir las o los postores.El órgano ejecutor procederá a calificar las posturas teniendoen cuenta la cantidad ofrecida, el plazo y demás condiciones.Preferirá las que cubran al contado el crédito, intereses y costasdel órgano ejecutor.
	Art. 307.- Posturas iguales. Si hay dos o más posturas que se conceptúaniguales, el órgano ejecutor, de considerar que son las mejores,dispondrá en la misma audiencia la adjudicación de la cosaal mejor postor. En este remate no se admitirán otras u otros postoresque los señalados en este artículo y todo lo que ocurra sehará constar sucintamente en acta firmada por el órgano ejecutory las o los postores que quieran hacerlo.
	Art. 308.- Postura del acreedor y los trabajadores. La o el acreedorpuede hacer postura con la misma libertad de cualquier personay, si no hay tercerías coadyuvantes, podrá imputarla al valor de sucrédito sin acompañar la consignación del 10%.
	Art. 309.- Retasa y embargo de otros bienes. En el caso en que nohaya postores, la o el acreedor podrá solicitar la retasa de los bienesembargados y se reanudará el proceso de remate con el nuevoavalúo o pedir que se embarguen y rematen otros bienes liberandolos bienes anteriormente embargados.
	Art. 310.- Nulidad del remate. El remate será nulo en los siguientescasos:
	Art. 311.- Adjudicación. Dentro del término de diez días de notificadoel acto administrativo de calificación de posturas, la o elpostor preferente consignará el valor ofrecido de contado, hecholo cual, el órgano ejecutor emitirá la adjudicación que contendrá:
	Art. 312.- No consignación del valor ofrecido. Si la o el postor noconsigna la cantidad que ofreció al contado, se mandará a notificara la o al postor que siga en el orden de preferencia, paraque consigne, en el término de diez días, la cantidad ofrecida yasí sucesivamente.
	Art. 314.- Protocolización e inscripción del acto administrativode adjudicación. El acto administrativo de adjudicación se protocolizarápara que sirva de título y se inscribirá en el registroque corresponda.
	Art. 315.- Tradición material. La entrega material de los bienes rematados,se efectuará por la o el depositario de dichos bienes, deacuerdo con el inventario formulado al tiempo del embargo.
	Art. 316.- Calificación definitiva e impugnación judicial. El órganoejecutor, dentro de los tres días siguientes a la presentaciónde la postura única o del día señalado para la subasta expedirá elacto en el que se declare cuál es la mejor postura, prefiriendo laque satisfaga de contado el crédito de la administración pública yestableciendo el orden de preferencia de las demás.
	Art. 317.- Pago a la o al acreedor. De la cantidad que se consignepor el precio de la cosa rematada, se pagará a la o al acreedorinmediatamente los valores que se le adeuden en concepto delprincipal de su crédito, intereses, indemnizaciones y costas. Elsobrante se entregará a la o al deudor, salvo que el órgano ejecutorhaya ordenado su retención, a solicitud de otro órgano ejecutoro juzgador.
	Art. 318.- Régimen de recursos. Serán apelables exclusivamente elacto administrativo de admisión y calificación de postura y el actoadministrativo de adjudicación.
	Art. 319.- Preferencia para la venta. La venta directa de bienes, enlos supuestos de procedencia previstos en este Código, se efectuará,según el orden de enunciación, por el 100% de la base delremate, a favor de:
	Art. 320.- Venta a terceros. Si ninguna de las entidades mencionadasen el artículo anterior se interesa por la compra, se anunciarála venta a terceros mediante publicación, efectuada de conformidadcon este Código.
	Art. 321.- Dación en pago y transferencia gratuita. Las administracionespúblicas acreedoras pueden imputar el 75%) del valordel bien a la deuda y disponer del activo al servicio del interés general,incluso transfiriendo su dominio gratuitamente al sujeto dederecho público o privado que mejor lo satisfaga, a través del usodel bien del que se trate, si tampoco hay interesados, en la compradirecta.
	Art. 322.- Insolvencia o quiebra de la o del deudor. La administraciónpública promoverá la declaración de insolvencia o quiebra dela o del deudor, con todos los efectos previstos en la ley, en casode que los bienes embargados o el producto de los procedimientosde remate no permitan solucionar íntegramente la deuda.
	Art. 323.- Tercerías coadyuvantes. Intervendrán como terceristascoadyuvantes en el procedimiento coactivo, las o los acreedoresde una o un ejecutado, desde que se haya ordenado el embargode bienes hasta antes del remate, acompañando el título en quese funde su acreencia, con el propósito de que se pague su créditocon el sobrante del producto del remate.
	Art. 324.- Tercerías excluyentes. La tercería excluyente de dominiosolo puede proponerse presentando título que justifique lapropiedad o protestando, con juramento, hacerlo en un términono menor de diez días ni mayor de treinta.
	Art. 325.- Efectos de la tercería excluyente. La tercería excluyentepresentada con título de dominio suspende el procedimiento deejecución coactiva hasta que la o el juzgador competente, resuelva,salvo que la o el ejecutor prefiera embargar otros bienes de lao del deudor, en cuyo caso debe cancelar el primer embargo y proseguirel procedimiento coactivo.
	Art. 326.- Rechazo o aceptación de la tercería excluyente. Siempreque se deseche una tercería excluyente, se condenará a la o al terceristaal pago de las costas causadas por el incidente y al de losintereses calculados al máximo convencional, sobre la cantidadconsignada por la o el postor, cuya oferta haya sido declarada pre
	Art. 327.- Oposición de la o del deudor. La o el deudor únicamentepuede oponerse al procedimiento de ejecución coactiva mediantela interposición oportuna de una demanda de excepcionesante las o los juzgadores competentes.
	Art. 328.- Excepciones. Al procedimiento de ejecución coactiva afavor de las administraciones públicas únicamente puede oponerselas siguientes excepciones:





	Libro IV
	RESPONSABILIDADEXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO
	TÍTULO I
	ASPECTOS SUSTANTIVOS
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